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EDITORIAL

E
l terremoto neoliberal 
que sacude a Colombia 
por más de dos déca-
das, lejos de ser la so-
lución a los graves des-

equilibrios sociales, económicos 
y ambientales, ha producido un 
feroz agravamiento, con conse-
cuencias profundas en el tejido 
social de las mayorías.

En números anteriores hemos 
destacado, que se avizoraban 
momentos de cambio en la di-

námica de la lucha socio política 
de la población y sus movimien-
tos reivindicativos. 

El primer trimestre de este año, 
confirma la tendencia a un avi-
vamiento de las protestas y las 
búsquedas de soluciones políti-
cas, a los problemas estructura-
les del país, que combina cua-
tro elementos esenciales. 

- La tendencia a articular las 
expresiones de resistencia al 
despojo de los territorios, con 
los problemas de la justicia cli-
mática. 

Apuremos el Paso

en un Proyecto de Nacion
,
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- La reivindicación del territorio 
desde la perspectiva de la recu-
peración de los despojados por 
el Estado, a través del accionar 
criminal de las fuerzas para-
militares. 

-  La recuperación de lo privati-
zado a partir de la movilización 
social y la resistencia a que se 
sigan apropiando de manera 
privada de los bienes esencia-
les de todos los colombianos y 
la resistencia de los trabajado-
res. 

-  la ciudadanía colombiana ar-
ticulada a una dinámica interna-
cional, comienza a ser cada vez 
más protagonista en la solución 
política al conflicto social, po-
lítico y armado, que sacude al 
país desde hace medio siglo.  

Los elementos anteriores se 
manifiestan en las distintas 
expresiones de protesta y mo-
vilización social, que recorre al 
país desde el mes de febrero 
de este año. 

1. Los po-
bladores 
de varios 
m u n i c i -
pios del 
depar ta -
mento del 
Casanare, 
b l o q u e a r o n 
vías, exi-

giendo la devolución de dineros 
que se les expropiaron, por la 
puesta en vigencia de la nueva 
ley de regalías y presentaron 
planes de inversión social.  

Los municipios y departamen-
tos donde se efectúa la explo-
tación petrolífera y minera, son 
los que mas sufren la pobreza y 
la desigualdad social, viviendo 
en un manto de riquezas; Mo-
vimiento de protesta que afecto 
la producción petroleras en la 
región, monopolizada por em-
presas transnacionales. 

2. En el mismo sentido, en nú-
meros anteriores de esta revis-
ta, afirmamos que era incom-
patible la continuada alza en 
el precio de la gasolina y otros 
derivados del petróleo, con el 
actual nivel de producción de 
980 mil barriles diarios lo que 
evidencia una vez más que la 
producción petrolera no es de 
la nación como se predica sino 
propiedad mayoritaria de las 

transnacionales. Contras-
ta el elevado 
precio de la ga-

solina y los impuestos al consu-
midor, con las enormes ganan-
cias de las compañías como la 
Pacific Rubiales que obtuvo más 
de un billón de pesos de utilida-
des netas.  

Por ello es justo las movilizacio-
nes, la ocupación de gasoline-
ras y la negativa a tanquear, 
que expresan la indignación 
de una población mamada de 
tantas alzas que afectan sus in-
gresos. El precio de la gasolina 
debe ser justo y soberano. 

3. En su paso por todo el país la 
locomotora minero energético 
va despojando a los habitantes 
ancestrales y causando severas 
afecciones a la naturaleza y su 
ciclo vital, problemática que se 
articula a la desposesión de co-
munidades campesinas, negras 
e indígenas, lo que activa movili-
zaciones en muchas localidades 
del país en defensa de los ríos 
como fuente de vida de las co-
munidades y pueblos, tal como 
viene aconteciendo en el depar-
tamento del Huila por parte de 
los pobladores del Quimbó con 
gran apoyo nacional e interna-
cional. 

En decenas de ciudades de Co-
lombia los desplazados agru-
pados en el consejo Nacional 
de desplazados y el movimien-
to de víctimas, se movilizan 
demandando una verdadera 
política de restitución de tierras 
y garantías para la vida de los 
líderes y sus organizaciones, 
ante una nueva oleada de crí-
menes del que son objeto. 

4. Sin agua no hay vida es un 
clamor que se va volviendo 
nacional a través de muchas 
expresiones reivindicativas. El 
levantamiento de toda la po-
blación del Carmen de Bolívar, 
municipio del departamento de 
Bolívar en el norte del país, por 
la ausencia de acueducto y su 
acaparamiento por los terrate-
nientes de la zona; la moviliza-
ción multitudinaria de los ciuda-
danos de los santaderes por la 
defensa del páramo de San tur-
ban, que es la fuente de agua 
para más de cinco de millones 
de pobladores amenazado en 
su existencia por los proyectos 
de explotación aurífera, son ca-
minos de resistencia y alterna-
tivas de vida, por que exige el 
esta- blecimiento de 

una política 
pública que 

coloque la 
vida como 



lo determinante y no el 
capital. 

Hay que profundizar la lu-
cha por los derechos hu-
manos de la naturaleza 
y de los seres humanos, 
dos elementos sustancia-
les en la lucha por el sos-
tenimiento de la vida en 
el planeta. 

5. El gobierno le quiere 
hacer conejo a la elabo-
ración de una ley de edu-
cación pública por cuanto 
quiere reducir la partici-
pación de la sociedad a 
una simple consulta por 
medios virtuales, negan-
do la presencia activa y 
colectiva, abierta y sos-
tenida de toda la comuni-
dad educativa y del con-
junto de la sociedad.  

Negar esos escenarios 
de participación, va en 
contravía del sentir nacio-
nal, que se movilizó para 
echar atrás la regresiva 
reforma a la ley 30. Por 
ello se vienen haciendo 
protestas en varios cen-
tros universitarios del 
país y construyendo las 
bases de un escenario 
nacional constituyente 
donde se legisle sobre la 
educación. 

6. La movilidad es uno de los 
grandes problemas de las ciu-
dades colombianas que se ha 
vuelto tema cotidiano en las 
plazas de mercado, universi-
dades y en todo el entramado 
poblacional urbano, ese cuello 
de botella ha suscitado el na-
cimiento de un movimiento de 
usuarios que ante la ausencia 
de canales dialogantes, se vie-
ne haciendo escuchar a través 
de las acciones públicas.  

Lo sucedido en transmilenio, 
es una expresión de la incon-
formidad social por la carencia 
de una política justa, pública y 
coherente en el beneficio de 
todos los pobladores. La ciuda-
danía debe seguir el camino de 
ser sujeto activo en la definición 
de los trancones de la política 
de movilidad, debe hacer todo 
un proceso público de reflexión 
que permita afirmar su sentido 
de sujeto deliberante y se le 
debe permitir su libre expresión 
sin criminalizaciones absurdas 
que intimidad la participación 
creciente de la sociedad. 

7. La privatización de la paz en 
manos del presidente se viene 
rompiendo desde muchos lados 
de la sociedad y la comunidad 
internacional. La publicación de 
un manifiesto por la paz, de 
personalidades nacionales e in-
ternacionales, es bien recibido y 

acompañado por un importante 
número de organizaciones so-
ciales, políticas y de procesos 
comunitarios, ello es de vital 
significado, por cuanto le con-
fiere un papel central a la socie-
dad colombiana en la resolución 
del conflicto, tal como lo apunta 
cuando afirma: “la paz no es 
un acuerdo solamente entre el 
gobierno y las guerrillas, por-
que las partes en este conflicto 
van más allá de esa definición 
estrecha que lo único que bus-
ca es quitarle su carácter esen-
cialmente social y económico al 
conflicto: las partes somos to-
dos los colombianos”. 

Colombia marcha hacia la bús-
queda de un sociedad más jus-
ta, equilibrada, solidaria, sus-
tentable, de la vida de todos los 
seres humanos que la habitan 
y de la naturaleza, hacia una 
verdadera paz que restituya los 
derechos usurpados a las ma-
yorías y la erija en sujeto activo 
en la construcción de un nuevo 
paradigma de sociedad. Esto 
debe llamarnos a la reflexión 
muy profunda como  izquierda 
y oposición, para no seguir en 
una especie de patria boba, 
donde la disputa interna se co-
loca por encima de los anhelos 
de un pueblo que quiere ver un 
proceso floreciente y unificado, 
de nación digna y soberana.
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Autor: Jorge Castro MejÌa

L
a legislación minera fue 
modificada a través de 
la Ley 1382 de 2010, en 
tiempos del mandatario 
del narco-estado: AUV; 

quien fue el diseñador del “Plan 
país minero 2019”; pero el año 
pasado la Corte Constitucional 
decidió declararla inexequible, 
por cuanto no se surtió la debi-
da consulta previa a las comuni-
dades que habitan su territorio.

Popular Minera
Legislacion

Sin embargo, el alto tribunal 
otorgó un plazo de dos años de 
vigencia; para ese entonces, ya 
debe estar lista la nueva ley, 
que iba a ser radicada en el 
Congreso en el primer semestre 
de este año. 

El ministro del Interior aseguró, 
que antes de presentar la inicia-
tiva, se pondrá a consideración 
del Legislativo, un proyecto de 

´ ley para justamente, reglamen-
tar, los procesos de consulta 
previa, sobre los cuales falta 
claridad; no han podido poner-
se se acuerdo, ni podrán hacer 
los consensos, porque jamás 
han podido gobernar de cara 
al país, a tener en cuenta al 
soberano, ser dialogantes. Por 
ser excluyentes, discriminantes 
e intolerantes, terminarán más 
deslegitimados, así los votos de 
opinión los manipulen y se ha-
gan elegir legalmente mediante 
la maquinaria. 

El tiempo requerido para reali-
zar la consulta previa, pasó de 
seis meses en 2010 a tan solo 
15 días en la actualidad, de 
acuerdo con el funcionario. 

La reforma al Código de Mi-
nas de 2010 incluyó artículos 
polémicos como la prohibición 

de actividades de minería en 
páramos, humedales, parques 
naturales y demás zonas pro-
tegidas, lo que provocó males-
tar entre los inversionistas por 
“cambios en las reglas del jue-
go”. 

El proyecto más afectado con la 
medida fue Angostura, en San-
tander, considerado uno de los 
reservorios de oro más grandes 
del país, ya que más del 50% 
del yacimiento, está localizado 
sobre el páramo de Santurbán. 

La canadiense Greystar Resou-
rces (hoy Eco Oro Minerals) 
culminó la etapa exploratoria 
de más de 15 años, pero poco 
después de que presentara el 
Estudio de Impacto Ambiental, 
entró en vigencia la Ley 1382 
que impidió la explotación de la 
mina; no fue tanto la ley, sino 



las audiencias populares y las 
grandes movilizaciones en Bu-
caramanga y Cúcuta, en defen-
sa del agua, lo que pusieron 
contra la pared la inviabilidad 
del proyecto. En esa misma tó-
nica esta La mina la Colosa en 
Cajamarca (Tolima) y Marmato 
(Caldas). 

El otro desmadre de estos dos 
últimos mandatarios fue la ex-
pedición de títulos mineros, los 
que pasaron de 80 en el 2000 
a 5.067 en el 2008, con un total 
de casi 3 millones de hectáreas 
concedidas para extracción mi-
nera.  

El Presidente Santos, anunció 
que ya definió 313 zonas con 
minerales estratégicos en el 
país, que suman 2,9 millones 
de hectáreas ubicadas en 15 
departamentos. Lo manifes-
tó durante la inauguración del 
primer Congreso de Minería a 
Gran Escala que se realizó en 
Cartagena entre el 23 y el 24 
de febrero, de 2012. 

Según Santos, actualmente el 
área titulada para minería en el 
país, es de 5 millones de hec-
táreas, por lo que las áreas de 
reserva equivalen al 60% de lo 
que hoy está destinado al desa-
rrollo minero ya titulado dentro 
del territorio nacional. Además, 
destacó que “la entrega de es-
tas zonas mineras se realizará 

a través de procesos de selec-
ción objetiva 

(entiénda-
se al me-

j o r postor: las ETNs) 
para estimular 

la sana 

competencia del sector y para 
que se desarrollen proyectos de 
diversos tamaños que cumplan 
con los estándares de responsa-
bilidad social y ambiental”.  

El desmadre de los títulos: Según 
un reciente informe de la Con-
traloría, a 2011 fueron otorga-
das 1.144 licencias. Eso significa 
que en la última década se dio 
vía libre a la explotación minera 
en 5,8 millones de hectáreas del 
país, que corresponde a 5,3% del 
territorio nacional. Pero lo más 
grave es que hoy existen miles 
de solicitudes para otorgar títu-
los en 67,4 millones de hectáreas 
que, representan 59% del país. 

En total son 304 polígonos, cla-
sificados como zonas tipo 1, es 
decir, los más valiosos porque se 
trata de áreas con mayor conoci-
miento y con potencial para alo-
jar mineralizaciones. 

Del total, que es más del doble 
de las tierras en las que se ha 
comprobado el despojo de pro-
piedades por el paramilitarismo 
o terrorismo de estado, 1,5 mi-
llones de hectáreas no presen-
tan restricción alguna, mientras 
386.718 hectáreas corresponde 
a terrenos de la Ley Segunda de 
1959, es decir, de reserva fores-
tal y están sujetas a sustracción 
de la restricción previa a cualquier 
actividad minera. 

1110

Re
vi

st
a 

In
su

rr
ec

ci
ón Revista Insurrecció



Las zonas de reserva estratégi-
ca minera se obtuvieron luego 
de recortar terrenos en los que 
la minería no se puede ejercer, 
como los páramos, los humeda-
les y en donde habitan comuni-
dades étnicas. 

También se descontaron áreas 
por implicaciones de seguridad 
nacional, terrenos en proceso 
de legalización y aquellos sobre 
los cuales hay una solicitud en 
curso. 

Como zonas tipo 2 fueron cla-
sificadas 11,5 millones de hec-
táreas (sin recortes), sobre las 
que hay menos información, 
pero que son prioritarias para 
adquirir conocimiento científico. 

Colombia es el primer produc-
tor de esmeraldas del mundo, 

en 2010 se 
extrajo un 

poco más 
de 5,5 

m i l l o -
n e s 

d e 

qui-
l a -

tes de 
e s m e -

r a l d a s , 
de la zona 

de Boyacá 
(Muzo, Quípa-

ma, Cosquez, Zu-
lia y Maripí) donde 

se producen el 95% y 
en Cundinamarca (Chivor y Ga-
chalá) el 5%. El Zar de las es-
meraldas y paramilitar (Victor 
Carranza) está asociado a una 
multinacional japonesa y solo 
la exportación de los 5 millones 
de quilates,  equivalen a 120 
millones de dólares. Se estima 
que en Colombia hay 90.000 
hectáreas productivas de es-
meraldas; de las cuales solo 
se han explorado y explotado 
el 10%. Pero con esa visión de 
administrar y gobernar al país, 
ese patrimonio nacional no be-
neficia en nada a las grandes 
mayorías. 

La producción nacional de oro 
pasó de 53,6 toneladas en 
2010, a un total de 55,9 tone-

ladas en 2011; para 2014 se 
proyectan 73 toneladas y para 
2019 en 90 toneladas. Hoy me-
diante leguleyadas y el terroris-
mo de Estado, se saquea casi 
en 3 años lo que los españoles 
duraron mas de 300 años, cuan-
do se llevaron 200 toneladas. 

Tras la crisis financiera del impe-
rialismo, el precio internacional 
superó 1.800 dólares la onza 
troy; pero las ETNs. le entregan 
al gobierno en “regalías” solo el 
4% de la producción nacional, 
que es la puja de las repartijas 
burocráticas entre la elite nacio-
nal y la burocracia de las regio-
nes.  

La Multinacional AngloGold As-
hanti, reporta record en ganan-
cias en 2011, alcanzó niveles 
record de ganancias el último 
trimestre, con un total de US$ 
457 millones, el 34% más de las 
registradas en el segundo tri-
mestre, cuando llegaron a $342 
millones. La producción para 
los tres meses previos al 30 de 
septiembre llegó a 1092 millo-
nes de onzas. 

La ETNs. Gran Colombia Gold 
(capital canadiense) anuncia 
resultados positivos, según la 
gerente de la empresa Maria 
Consuelo Araujo “La Conchi”, 
excanciller de AUV, dio a cono-
cer que el total de la produc-
ción, para el tercer trimestre de 

2011, tras la fusión con Medoro 
Resources Ltd., sus seis minas 
en Colombia sumaron un total 
de 21.990 onzas, mientras que 
en los primeros nueve meses de 
2011, incluidas las operaciones 
mineras de Medoro antes de la 
fusión, sumó 62.785 onzas.  

En octubre de 2011 alcanzo las 
9.445 onzas y reflejo un incre-
mento del 35% en la produc-
ción de oro, en las operaciones 
de Segovia de la compañía, en 
comparación con su promedio 
mensual en los primeros nueve 
meses del año. Gran Colombia 
Gold hizo cálculos de su produc-
ción anual de oro en el 2011 lo-
grando 90.000 onzas. 

En Cerro Matoso (Montelìbano-
Còrdoba), está la única mina de 
níquel que existe en Colombia, 
inaugurada desde 1982, de 
propiedad de la multinacional 
BHP Billiton; en el 2010 se pro-
dujeron 149.533 toneladas de 
ferro níquel, siendo el segundo 
productor mundial y el primero 
en Suramérica. 

Desde 2007 la ETN inglesa An-
glo American, es líder en ex-
plotación del cobre, una de las 
empresas mineras más gran-
des del mundo, es la misma 
que opera en Chile y ahora está 
gestionando licencias para ex-
plorar en Chocó, Nariño, Cauca, 
Antioquia, Putumayo, Tolima, 
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Huila, Santander y la Guajira. 
Solo en la mina de Carmen de 
Atrato (Chocó), la única que 
está siendo explotada; en 2010 
se produjeron 3.916 toneladas. 

Colombia ocupa el puesto 45 en 
producción mundial; muy lejos 
de Chile quien ocupa el primer 
lugar con 5.4 millones de tone-
ladas. 

En Colombia no se reporta pro-
ducción de uranio ni de coltán; 
sin embargo, empresas como 
Energentia, Ingeminera y Le-
yhat tienen títulos vigentes para 
la exploración y explotación.  

Desde los años 70 compañías 
nacionales y extranjeras han ex-
plorado en búsqueda de valioso 
metal, especialmente en los de-
partamentos de Caldas, Cesar, 
Cundinamarca, Tolima, Huila, 
Meta, Caquetá y los Santande-
res. Se estima que en Colombia 
hay más de 2.000 toneladas de 
uranio. El coltán es una de los 

metales más costosos en la ac-
tualidad, se encuentra en el mo-
mento en la Orinoquia, Guainía, 
está en manos de la mafia y se 
están explotando alrededor de 
10 y 25 toneladas, en el mer-
cado internacional cuestan en-
tre 100.000 y 120.000 dólares 
cada tonelada; mientras que en 
Bogotá cuestan entre 60.000 y 
80.000 dólares. 

Mientras el presidente trata 
de manejar la opinión como 
el salvador de las victimas del 
despojo con su “Ley de tierras”, 
Las Tierras robadas a los cam-
pesinos despojados se incre-
mentan para construir represas 
o sembrar palma, antes que 
devolverlas; vale mencionar a 
la Represa de Urra 1, obra que 
se construyó entre 1993-1999, 
y que contó con oposición de 
la comunidad indígena de los 
Embera-Katios, ancestrales ha-
bitantes del lugar, desplazados 
a sangre y fuego por grupos 

de paramilitares, or-
ganizados por terra-
tenientes y ganaderos 
y respaldados por el 
Estado y los políticos 
regionales.  

La construcción de esta 
represa es ilustrativa 
de la destrucción de 
los bienes colectivos y 
su conversión en bie-
nes privados, porque 
unos 70.000 indígenas, 
campesinos y pescado-
res fueron directamen-
te impactados por el 
proyecto Urra 1. Ahora 
están proyectadas la 
represa de Timbo (Hui-
la) en el río Magdalena 
y La de Ituango (Antio-
quia) en el río Cauca.  

La de Porce IV y la de 
las EPM sobre el río 
Mata en Antioquia; pero a qué 
costo social y ambiental?. 

Recogiendo los estudios y aná-
lisis del profesor Renán Vega 
Cantor: “¿Por qué no se ana-
liza la intensa y cruenta lucha 
agraria que se está librando en 
todo Colombia, contra el despo-
jo paramilitar, la agroindustria 
y la minería Trasnacionales, y 
contra la consolidación militar 
de territorios (locomotoras del 
gobierno Santos) que ya han 
dejado 26 líderes de tierras 

ejecutados en dos años, y mi-
les de hectáreas arrebatadas 
por el aparato de despojo -la 
clase dominante trasnacional-, 
coordinado desde el Estado 
(360.537 hectáreas de palma 
aceitera, 19 millones de vacas 
en 36 millones de hectáreas, 3 
millones de hectáreas en 5.000 
títulos mineros) etcétera?” 

El ELN considera que el país está 
en un alto nivel de polarización 
política, social, económica, cultu-
ral y jurídica dentro de un cró-
nico conflicto armado, donde se 
hace necesario que el país cons-
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H
a habido un recien-
te giro en la política 
imperial de Estados 
Unidos que pasó casi 
desapercibido en los 

medios masivos de (des)infor-
mación, gracias en gran medida 
al lugar céntrico que Siria e Irán 
aun ocupan en el radar de la 
política mundial.

Se trata de una avanzada im-
perial en el Océano Pacífico.  

Los hechos: 

El 13 de noviembre de 2011, el 
presidente Obama declaró en la 
cumbre del Foro de Cooperación 
Económica Asia-Pacífico (APEC, 
por sus siglas en inglés y que 
lo componen 21 países del 
Asia Pacífico) celebrada en 
Hawai, que “Estados Unidos es 
un país del Pacífico”, y que “nin-
guna región será más impor-
tante para determinar nuestro 

Autor: Frente Internacional Milton Hern·ndez

Relatos

Infinita
de la Guerra

La OTAN del PacÌfico

futuro económico a largo plazo 
que la región del Asia-Pacífico”. 

Luego, cuatro días después, el 
17 de noviembre, en un discur-
so ante el Parlamento Australia-
no, el presidente de los EE.UU. 
Barack Obama hizo la siguiente 
afirmación: En nuestros planes 
y presupuestos para el futuro, 
vamos a asignar los recursos 
para mantener nuestra fuerte 
presencia militar en esta región.

truya escenarios de consenso y 
acuerdos a nivel nacional, con el 
acompañamiento internacional 
en la búsqueda de la Paz con 
justicia social; especialmente en 

el continente a través de Unasur 
y la CELAC, para analizar estos 
problemas estratégicos que son 
la base del bienestar y la paz 
de nuestro territorio.
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Concretamente, a lo que se refería Barack Obama era el acuerdo 
militar firmado entre los gobiernos de EE.UU y Australia (14 de 
noviembre, 2012) que le permitirá a Washington establecer bases 
militares en la ciudad de Darwin (Australia). En lo inmediato, se 
inicia con el despliegue de 250 infantes de marina pero que alcan-
zaría los 2.500 militares.  

La OTAN del Pacífico 

Estas maniobras y acuerdos en la región de Asia-Pacífico no son 
más que planes económico-militares con fines de dominación 
geoestatégica que apuntan a contener el avance de quien EE.UU. 
considera su principal adversario: China.  

El Acuerdo de Asociación Transpacífico (TPP, por 
sus siglas en inglés) es la apuesta de un 
Área de Libre Comercio en la cuenca del Pa-
cífico, que surgió originalmente en 2005 (el 
mismo año en que fracasó el ALCA), pero 
ahora con un componente militar. Hasta 
ahora se trata de nueve países: Austra-
lia, Brunei, Chile, Estados Unidos, Malasia, 
Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam. 
No obstante, Canadá, Japón, Corea del Sur 
y México están negociando su incorporación y 
hay miras a que se incorporen también Colombia 
y Panamá. 

Ciertamente, Estados Unidos realizará lo que 
Hilary Clinton calificó como la mayor inver-
sión diplomática, económica, estratégica y 
demás, en la región Asia-Pacífico.  

EL TPP tiene un fin que el mismo Obama ha 
calificado como de carácter militar defensivo, 
que consiste en una coordinación y articulación 
a las fuerzas armadas de los países que hacen 
parte del TPP: dicho en otras palabras, se trata 
de crear una OTAN del Pacífico. 

Vale tomar nota que el imperialismo nor-
teamericano ya cuenta con bases mili-

tares en Japón, Corea del Sur, 
Taiwán y Guam.  

El imperialismo norteamerica-
no ya lleva más de 17 años de 
ejercicios ininterrumpidos en el 
Mar del Sur de China con Bru-
nei, Malasia y Singapur y ac-
tualmente está negociando con 
Singapur para establecer una 
nueva estación naval para su 
Flota de Combate Litoral (FCL) 
en la base de Changi.  

de petróleo, cuya vasta mayo-
ría llegan por el Mar del Sur de 
China, donde Washington anun-
cia su mayor despliegue militar. 

Además, la nueva estrategia 
económico-militar de los Esta-
dos Unidos apunta a competir 
con los otros bloques y tratados 
económicos que se gestionan en 
la región, como por ejemplo la 
ASEAN (la Asociación de Nacio-
nes del Sureste Asiático), donde 
China tiene un papel hegemóni-
co y el ambicioso proyecto de 
integración liderado por Rusia, 
la Unión Euroasiática (EAU, por 
sus siglas en inglés) que inclu-
ye a Bielorrusia, Kazakstán and 
Rusia, al que se sumarían Tayi-
kistán and Kyrgistán.  

El despliegue de nuevas es-
trategias y nuevos posiciona-
mientos de dominación global 
obedece a periodos de larga 
duración y pueden demorar 
hasta décadas en madurarse. 
El reto de los pueblos de mundo 
es poder hacer lecturas acerta-
das de los nuevos movimientos, 
más allá de lo que proyectan los 
medios masivos, y anticiparse 
con posicionamientos propios.  

Así lo están haciendo gobiernos 
progresistas de Nuestra Amé-
rica, ante los designios hege-
mónicos de Inglaterra sobre las 
islas Malvinas, tema que se to-
cará en la segunda parte.

Al establecerse una 
nueva base en 
Australia, se 
forma una te-
naza sobre la 

salida de China 
al Océano Pacífico.  

Según Micheal T. Klare 
investigador norteamericano, 
especialista en geopolítica, el 

posicionamiento geoestra-
tégico de EE.UU. en Asia-
Pacífico - la región oceáni-
ca más grande del mundo 
- obedece a una apuesta 

del Pentágono que sostie-
ne que el talón de Aquiles 
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